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PRESIDE: Señora Representante Ivonne Passada. 


MIEMBROS: Señores Representantes Manuel María Barreiro, Juan José Bentancor, Pablo Iturralde Viñas 
y Jorge Pozzi. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Abdala. 


ASISTEN: Señores Representantes Sandra Etcheverry y Javier Salsamendi. 


INVITADOS: Por el INAU, psicólogo Víctor Giorgi, Presidente; licenciada Cristina Álvarez, Directora; 
Fernando Scantamburlo, Director General y profesor Juan Bernassa, asesor. 


SEÑOR SECRETARIO.- De acuerdo con el artículo 123 del Reglamento, corresponde en el día de hoy 
proceder a la elección de Presidente para el Tercer Período de la XLVI Legislatura. 


SEÑOR BENTANCOR.- La propuesta es que presida este Período de la Legislatura la compañera 
Passada. 


(Apoyados) 


SEÑOR SECRETARIO.- El apoyo es unánime, pero antes de proclamarla Presidenta debo preguntarle 
por quién vota. 


SEÑORA PASSADA.- Por el señor Diputado Pozzi. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero que conste en la versión taquigráfica que quienes no votamos 
igualmente expresamos por aclamación nuestro apoyo a la señora Diputada. 


SEÑOR SECRETARIO.- Invitamos a la señora Diputada Passada a ocupar la Presidencia de la 
Comisión. 


(Ocupa la Presidencia la señora Diputada Passada) 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- El segundo punto del orden del día es la elección del 
Vicepresidente y, a continuación, correspondería fijar el régimen de trabajo. Si los señores Diputados 
están de acuerdo, podríamos convocar a la Comisión para mañana, a la hora 15, a efectos de que se 
presente una propuesta para ocupar la Vicepresidencia y se decida cuál será el régimen de trabajo. 


(Apoyados) 


Entonces, nos reuniremos mañana, a la hora 15, a esos efectos. 


SEÑOR BENTANCOR.- ¿Hay pedidos de audiencia de parte de alguna agrupación sindical por 
conflictos u otros temas? 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Secretario me informa que hay asuntos entrados que ya están en el 
repartido que ustedes tienen. Además, quedaron algunos temas de 2006, que creo que figuran en el 
repartido; quizás mañana, al considerar el régimen de trabajo, podamos definir si hay alguna 
delegación a la que debamos recibir la semana próxima. Según lo que me dice el señor Secretario, 
urgencias no se han planteado; inclusive, algunos pedidos que se hicieron durante el receso ya están en 
vías de solución. Además, algunos asuntos a estudio de la Comisión ya fueron tratados o derivados; 
tendríamos que revisarlos a efectos de resolver mañana qué trámite darles. 


(Apoyados) 


SEÑOR BENTANCOR.- No sé si alguno de los colegas vio los informativos de la televisión de ayer a la 
tarde, cuando emitieron una pequeña síntesis de información de CNN. En lo personal, nos sorprendió 
gratamente el hecho de que la CNN entrevistase a un representante del BID, relacionado con la política 
estadounidense, que informó que uno de los temas de discusión de los próximos meses del Congreso de 
ese país será un proyecto que no digo que sea revolucionario, pero que circula por ahí. Se trata de un 
proyecto de ley de protección de libertad sindical para los trabajadores y para los sindicatos. Me 
pareció interesante mencionarlo porque a veces uno se anticipa a lo que pasa en las grandes potencias. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿De qué país estamos hablando? 


SEÑOR BENTANCOR.- De Estados Unidos de América. Es un proyecto de ley federal de Estados 
Unidos, impulsado por el Congreso. Todos sabemos que, hoy en día, el Congreso tiene mayoría 
demócrata y que ellos tienen bastante afinidad con los temas relacionados con el derecho de los 
trabajadores, pero valía la pena escuchar también la fundamentación que se hacía, en el sentido de que 
correspondía a una nación que -como todos sabemos- está en un proceso de progreso económico el 
cuidado por el adecuado desarrollo de los derechos sindicales de los trabajadores. Decidieron 
incursionar en esto dado que se presentaron muchas denuncias y que existieron situaciones de 
perjuicio para los trabajadores por la persecución sindical y por el funcionamiento inadecuado de los 
sindicatos, según las normas de la OIT, etcétera. 


Me pareció una noticia interesante para esta Comisión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por cierto que es de enorme interés lo que acaba de plantear el señor 
Diputado Bentancor. Tanto es así que, a esta altura, se me ha despertado la sana curiosidad de conocer 
un poco más en profundidad el alcance de esos proyectos. No sé si a través de la Secretaría o 
conectándonos con la Embajada de Estados Unidos de América podríamos recabar información. Se 
supone que en el concierto internacional todos los países estamos regidos por el principio de la 
igualdad pero, de hecho, algunos son más poderosos que otros; por lo menos, por la vía de los hechos, 
ocurre en mercados más importantes que el nuestro, como el de Estados Unidos de América. Me parece 
bien interesante conocer por lo menos la tónica de lo que se está manejando, independientemente de 
que ese proyecto prospere o no, de que se apruebe esta ley u otra diferente. Lo que plantea el señor 
Diputado Bentancor me parece muy oportuno, por lo que solicito que se gestione esa información. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Veremos qué gestiones podemos hacer para informar a la Comisión sobre el 
asunto. 


(Ingresa a Sala el Directorio del INAU) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir al Presidente del INAU, psicólogo 
Víctor Giorgi, a la Directora, licenciada Cristina Alvarez, y al Director General, Fernando Scantamburlo. 


Debemos destacar que además de los integrantes de la Comisión están presentes algunos delegados de sector. 


Agradecemos la rápida respuesta del señor Presidente del INAU a la convocatoria de la Comisión. Les 
hicimos llegar la versión taquigráfica de la sesión a la concurrió el sindicato del organismo, a efectos de que 
conocieran lo que aquí se manifestó. Es de estilo de nuestra Comisión escuchar siempre a las dos partes, en 
este caso al sindicato y al Directorio. 


Aquí se plantearon algunos temas de importancia que creemos hay que destacar en el planteo y el desarrollo 
que se realice. Acá se manifestó que hay tres trabajadores que han sido separados de sus cargos y destituidos. 
El sindicato dice que se los acusa de malos tratos pero que no se ha podido probar tal conducta por parte de la 
Oficina Jurídica del INAU. Hay manifiesto de una resolución de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Los 
trabajadores sienten que no tienen garantías y les preocupa este tipo de situaciones en el resguardo de su 
función laboral. Vinieron acompañados de su asesor legal -lo habrán podido ver en la versión taquigráfica de 
esa sesión-, quien manifestó que en un momento de la etapa sumarial no se le dio vista de la prueba ni cuando 
se tomaron declaraciones a los menores involucrados en este caso. 


Sin lugar a dudas se trata de una situación difícil, por el desarrollo y el contenido de la función que 
desempeñan. El planteo que realizó el sindicato y también algunos colegas fue que tienen la presunción de 
una clara persecución por parte del Directorio. Estos aspectos son fundamentales para esta Comisión, y por 
eso los convocamos. 


SEÑOR GIORGL.- Señora Presidenta, muchas gracias por la presentación y por la invitación. Buenas 
tardes a todos. 


En primera instancia, quisiera hacer algunas aclaraciones en base a la versión taquigráfica de las 
apreciaciones que se hicieron en esta Comisión días pasados. Posteriormente, quedaremos a disposición de 
los señores Diputados para responder sus preguntas. 


Para no ser demasiado extenso, he marcado algunos núcleos que me parecieron importantes para hacer 
algunas precisiones. En primer lugar, hay en la intervención del señor Joselo López una crítica a la política de 
recursos humanos del Directorio. Dice que no se priorizan las áreas que han sido más conflictivas en los 
últimos tiempos. Esto tiene dos respuestas. En primer lugar, no es cierto, porque es notorio que el área más 
conflictiva en los últimos tiempos ha sido el INTERJ, fundamentalmente, la Colonia Berro, durante todo 
2005 y parte de 2006. Allí se destinó la mayor parte del personal que ingresó, y a este personal se debe buena 
parte del proceso que allí se ha ido dando en los últimos meses. 


Por otro lado, la segunda prioridad fue tiempo completo, que es donde los chicos viven en hogares del INAU. 
Son las modalidades que por implicar turnos de 24 horas tanto en privación de libertad como en tiempo 
completo, lleva más funcionarios y se aprecia más claramente su desgaste. 


Además, queremos aclarar que la política del Directorio no es poner más funcionarios en las zonas más 
conflictivas. Las zonas conflictivas lo son por muchos motivos, no solamente porque falten funcionarios, y 
hay muchas zonas, que son conflictivas, que no se arreglan con más de lo mismo, sino con cambios de otro 
tipo. Concretamente, en tiempo parcial, somos conscientes de la necesidad de funcionarios, y con seguridad 
van a ingresar a esos sectores, pero también -lo hemos dicho en varias oportunidades y está planteada en la 
propia solicitud en la Rendición de Cuentas- estamos ensayando modalidades distintas de atención a la niñez, 
como por ejemplo, retomar la vieja experiencia de los hogares de alternativa, haciéndole una serie de 
aclaraciones, de modificaciones, y fortaleciendo la supervisión técnica, retomando la línea de los pequeños 
hogares, etcétera. Son una serie de aspectos que no voy a desarrollar ahora pero que hacen que el grado de 
conflicto no sea el único indicador para distribuir personal. 


Es más: hay zonas que no son conflictivas y que no iban a serlo por la simple razón de que no había 
servicios. Por ejemplo, el Chuy nunca iba a ser conflictivo para el INAU porque no tenía ningún servicio, de 
la misma manera que Río Branco, y Bella Unión, que tenía uno solo. Allí se han destinado contingentes 
importantes de funcionarios, no porque tuviéramos conflictos internos sino porque había necesidades de 
atención a la infancia y la adolescencia de la zona. 


En segundo lugar, se hace referencia a la resolución 698, en la que el señor López dice que se establecía que 
se consideraba un exceso la cantidad de encargaturas y planteaba que se iban a reducir. Esta resolución no 
dice eso. La tengo acá. Sí plantea el problema de las encargaturas y se compromete a estudiar las distintas 
formas contractuales que actualmente coexisten en la institución, a analizar las encargaturas que fueron 
asignadas por las anteriores administraciones y que actualmente alcanzan a 700, así como los criterios de 
percepción de beneficios que se encuentran previstos por las normativas legales y reglamentarias. Asimismo, 
establece la necesidad de diseñar procedimientos claros y transparentes para adjudicar aquellas encargaturas 
estrictamente necesarias para el funcionamiento del organismo, diseñar y poner en práctica un programa de 
capacitación dirigido a todos aquellos funcionarios que sostienen la atención directa y a trabajar en la 
elaboración de un cronograma tendiente a la concreción de concursos que garanticen un mayor 
aprovechamiento de recursos humanos, dando al funcionario las debidas garantías en el acceso a los 
diferentes cargos presupuestados y funciones contratadas previstos en la estructura orgánica funcional del 
Instituto. 


O sea que la idea de reducir la cantidad de encargaturas no está planteada en esa resolución en esos términos 
por algo que es muy sencillo para aquellos que manejen algo relativo a la gestión de un organismo público. 
No vamos a poder reducir la cantidad de encargaturas mientras los funcionarios no estén presupuestados, por 
la simple razón de que el funcionario eventual o contratado no puede presentarse a concurso. Entonces, los 
cargos vacantes hay que llenarlos por la vía de encargaturas. 


Lo que sí hicimos, en acuerdo con el sindicato, fue retomar un convenio que venía firmado desde la 
administración Marzano pero que no se había instrumentado, en el cual se da a las encargaturas un nivel de 
regularización, de legitimación a través de un proceso de selección análogo al del concurso. Se toma, a través 
del reglamento de concursos de INAU, y se seleccionan las encargaturas. En ese proceso, a esta altura, se han 
regularizado cincuenta encargaturas, comenzando por los grados más altos: grado 16, Jefaturas 
Departamentales; grado 15, Direcciones de División; grados 13 y 14, Direcciones de Programa, y en este 
momento están en proceso los grados 12 y 13, las direcciones de establecimiento, fundamentalmente, que 
alcanzan a unas 200 personas en todo el país. 


Este es el horizonte sobre el cual se están regularizando las encargaturas. Es un proceso complejo y lento, 
pero este Directorio se ha comprometido con él y lo está realizando, a pesar de que, últimamente, el sindicato 
ha planteado algunos cuestionamientos al respecto. Ha planteado que se detenga el proceso hasta que se 
puedan hacer los concursos, es decir, después de la presupuestación. Nosotros consideramos que es un 
compromiso asumido desde el inicio, que los concursos todavía no están demasiado próximos y que hay que 
continuar regularizando a través de este acuerdo. 


Se dice que se han designado casi 300 funcionarios de manera directa. Creo que hay que dejar claro que ni 
son nuevos funcionarios ni son 300. Lo que se plantea, tomando como buenos los números que deja el propio 
señor López, es que habría 635 encargaturas cuando asumimos y que en este momento hay 708. Se habla de 
que bajamos 100, pero cuidado, acá bajamos de grado 100 encargaturas, pero no dejan de ser encargaturas. 
Porque las encargaturas que teníamos consideramos que tenían un grado excesivo para la función que 
efectivamente se realizaba, pero en ningún caso estos funcionarios fueron devueltos a su grado de ingreso. O 
sea que se les dio a todos grados intermedios acordes a la función que realizaban y por lo tanto siguen siendo 
100 encargaturas, aunque sean de menor grado. Entonces, la diferencia entre las 708 actuales y las 635 son 
83, no 200. De esas 83 hay 50 que están pedidas directamente por el sindicato para hacer justicia con 
personal que estaba sumergido en la estructura institucional. Eso fue acordado con el Directorio. Son, más 
precisamente, 49 encargaturas, a las cuales el sindicato acordó con el Directorio otorgar el grado 9, que tiene 
que ver con las responsabilidades administrativas que tenía este personal en la División Servicios Generales. 


Entonces, si restamos estas 49 nos quedan 33, y de ellas -ya no son 200- 18 fueron dadas a personal técnico, 
profesionales, antes de la regularización, que cumplían funciones como administrativos o como instructores, 
y por las necesidades del organismo se hizo un llamado abierto y aquellas personas que se presentaron se les 


dio tarea profesional y se les adjudicó el grado 10, que es el que corresponde al ingreso del escalafón 
profesional. 


En este momento, estas encargaturas están bajando porque ya se han regularizado en el escalafón profesional, 
por artículo 13, con el informe correspondiente de la Oficina Nacional del Servicio Civil, y van pasando a 
tener su nuevo grado. A esto tenemos que sumar tres encargaturas en el Programa Calle, donde se duplicó la 
cobertura y era imprescindible que estas funciones se realizaran; tres Direcciones de Casa Amiga, para las 
que se llamó a concurso pero mientras fue necesario adjudicarlas, y en este momento hay nuevas 
encargaturas que no están en esta lista, por ejemplo, tres de Jefaturas Departamentales, porque dos de los 
titulares, de larga historia en la institución, que habían accedido por concurso, iniciaron el trámite jubilatorio. 


(Ingresa a Sala el asesor, profesor Juan Bernassa) Entonces, fue necesario encargar ese despacho a alguien 
que estuviera en su entorno inmediato; en general se ha optado por aquellas personas que históricamente 
subrogaban a estos jefes, incluso, desde hace muchos años. Hoy por hoy tenemos trece encargaturas nuevas 
que seguramente no figuran en esta lista de setecientas ocho que se manejó. 


Insisto en que -porque fue deslizado muchas veces- no hay ningún ingreso en la Institución que no haya 
seguido los procedimientos correspondientes y que cuente con los informes de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, que corresponden en este caso. 


Vayamos al tema de la destitución de los tres funcionarios. Este tema se inicia el 14 de abril de 2003 con una 
serie de hechos que se dan en el Hogar SER de la Colonia Berro. Esto da lugar a una investigación 
administrativa, como es de rutina. Luego se genera un proceso sumarial con separación del cargo. El 3 de 
noviembre de 2004 se decide la separación del cargo en resoluciones que dicen en sus considerandos -leo lo 
más sustancioso porque si no va a ser muy extenso- lo siguiente: "Considerando 1*.- Los informes producidos 
durante la sustanciación de la investigación quedaron probados los hechos suscitados en dicho turno, así 
como el actuar con suma violencia de funcionarios entre los cuales se encuentra". Aquí se refiere a Alberto 
Márquez; hay tres resoluciones similares. "Que tal constatación emerge de la profusa prueba testimonial 
aportada la que por su absoluta armonía y coincidencia en cuanto a la sindicación de los responsables aporta 
suficiente razón para arribar a la convicción de que el funcionario referido está implicado". Esta es una 
resolución del Directorio anterior, firmada por el doctor Repetto y por la señora Graciela Rompani. 


A partir de allí se produce la separación del cargo. Cuando nosotros asumimos la dirección institucional, 
estos funcionarios estaban separados de sus cargos. En junio de 2005 vuelve este expediente al Directorio, 
con el correspondiente informe sumarial. En ese momento se analiza en el Directorio, se pide opinión -este es 
un punto importante porque ha sido muy controvertido- a una Comisión Asesora en derechos del niño y 
políticas públicas, que había sido formada hace tiempo atrás, para asesorar en temas de políticas y 
programación del Directorio. Más adelante podemos ver la resolución y las competencias de dicha Comisión. 
Esta Comisión -que está integrada por abogados y por técnicos de notoria reputación, entre ellos, por 
representantes de la Facultad de Derecho y de UNICEF-, se expide. El Directorio solicita el asesoramiento 
correspondiente a la Oficina Nacional del Servicio Civil antes de proceder a la destitución, y este organismo 
hace una serie de observaciones. Una observación importante, de forma, es que esta Comisión al no formar 
parte de la estructura institucional no podría estar opinando y su opinión ser tomada como fundamento en una 
decisión. También se plantea cierta fragilidad de la prueba presentada hasta el momento. Ese expediente 
retorna al Directorio, este asume esas observaciones e inicia una ampliación sumarial donde no participa la 
tan mentada Comisión; esto no quiere decir que la Comisión se haya disuelto sino que no participa en ese 
procedimiento. Esa ampliación sumarial consiste en realizar un nuevo interrogatorio a los jóvenes 
involucrados, lo que es un trabajo muy arduo, pues los jóvenes ya no están en el Instituto, son mayores de 
edad, algunos viven en asentamientos y otros están en cárceles de adultos. A pesar de ello, se hace una 
ampliación de las declaraciones. 


A continuación, voy a dar lectura a algunos tramos de dichas declaraciones porque no quiero aburrir. Pude 
observar en la versión taquigráfica que el doctor Williman soslayó cuáles eran los hechos a que se debía todo 
este proceso. 


Uno de los jóvenes replantea: " [...] En una abrieron la celda y Daniel Núñez apenas entró le dio un piñe al 

'mepo' que le partió el ojo. Después siguieron conmigo. Además de Núñez entraron los dos Márquez, pero el 
que pegó fue Alberto, me llevó contra un rincón y me empezó a dar. Me daba con los puños cerrados en todo 
el cuerpo, yo me agaché y ahí me empezó a pegar patadas, se ensañó conmigo. Después nos dejaron en bolas 


toda la noche. Cabe destacar que el examen médico forense realizado constató traumatismo y lesiones en la 
zona del ojo izquierdo." 


El siguiente es el testimonio del joven a partir del cual se inicia el problema. Se trata del joven que fue 
trasladado del Hogar Piedras al SER, que fue golpeado en el Hogar SER; los demás internos sienten sus 
gritos y sus quejidos, comienzan a golpear las puertas y allí se da el hecho de que abren las celdas y golpean 
al resto de los internos, dejándolos desnudos. Este joven dice: "A mí me habían llevado del Hogar Piedras al 
SER y al rato, por pedir mis cosas, se quemó todo y entró a mi pieza el Daniel Núñez y me pegó terrible piña 
en la carretilla. Después cerró la puerta y se fue. A los cinco minutos vinieron el Daniel (Núñez), Márquez y 
el Mareco. Cuando entraron me sacaron de la pieza y me llevaron para el uno (nivel uno) a palo. Al momento 
que me llevaron al uno pintó patotazo, me dieron entre todos los que nombré. Después ellos se fueron para el 
dos (nivel dos) y dejaron en bolas a todos los gurises. Eso yo no lo vi porque estaba en el uno pero cuando 
me llevaron de nuevo para el dos, vi que estaba todo tirado en el piso y mis compañeros me dijeron." "Al 
preguntársele qué tipo de golpes recibió, respondió: "de todo. El Núñez era el que me pegaba patadas y me 
hacía llaves de karate porque es karateca. Los otros me tiraban guantazos de todos lados". 


En la medida que hay una cierta diferencia entre la declaración de este joven en sede judicial y la que hace 

ahora frente al instructor tres años después, el instructor le pregunta por qué esa diferencia. Y el declarante 

dice: "Yo a la Señora gorda que me hizo preguntas le mentí porque un pibe -que no voy a decir el nombre- 

corrió la bola de que había que dejar todo quieto porque nos iban a dar más vida. Y después nos dieron más 
vida... El joven alude a la declaración tomada anteriormente, etcétera, etcétera". 


Otro testimonio dice lo siguiente: "El funcionario me agarró de los pelos, me dio la cabeza contra la pared 
como tres veces y para que no me pegara más me hice el desmayado, y me pisaba la cabeza, me saltaba 
encima. A mis compañeros le dieron de bomba, el Núñez y otro funcionario". Nombra a un funcionario que 
no está en este procedimiento. Continúa diciendo: "Núñez es medio carateca; en mi pieza solo pegaron esos 
tres". Antes había mencionado a otro. 


Luego, otro señala lo mismo: "Era el turno de los Márquez; trajeron un botija del Piedras, se sentían gritos de 
que le estaban pegando, llegaron a mi celda y nos sacaron las ropas; nos dejaron desnudos. Igual a todos en 
mi pieza nos pegaron, se sentían gritos y al otro día pidieron Forense y se veía a la gente marcada en el 
patio". "Mi celda fue la última que abrieron. Dijeron que saliéramos y nos sacáramos la ropa. Mareco, y el 
Núñez entraron. Mareco ahí nomás me dio un piñe atrás de la oreja y cuando estaba saliendo me pone la 
pierna, yo caigo y ahí, antes de caer es que Núñez me da terrible patada de karate en la cara. Yo me desmayé 
y cuando me despierto Núñez me levantó y me daba piñas en la cara. Se ve que ellos saben pegar porque me 
dejaron pocas marcas y mirá que pegaron abundante. Cuando me despierto veo que tenía a mi compañero 
contra el rincón pegándole. Le estaban pegando unos cuantos. Cuando me sacaron de la celda me dio con el 
candado en la cabeza. Antes que llegaran a mi pieza de las otras se sentían gritos y los otros pibes pedían que 
no les pegaran más. Al otro día habían unos cuantos con los ojos negros, mi primo era uno de esos". También 
dijo que a los jóvenes lastimados no se les brindó ninguna asistencia; simplemente se les mandó a lavar la 
cara. Dos de los funcionarios declaran después que uno de ellos lo curó, yendo a buscar medicamentos a otro 
Hogar, y el otro sacándolos del bolso. 


Se pregunta por qué este testimonio antes no había tenido estas características, y la respuesta fue: "Porque me 
sobornaron para que no dijera nada; el Mareco me entraba whisky y alcohol rectificado, todos los domingos, 
lo hacía en una botella de agua jane. Me entraba la marihuana. Ese mismo turno me sacaba en la camioneta y 
me llevaba a Pando para que yo comprara o tomara alcohol ahí. Esto lo hacía Mareco cuando los Márquez no 
estaban o iban a reforzar otro Hogar. Lo que decían era que me llevaban a la clínica de Pando, pero eso era 
mentira. Cómo los iba a denunciar si a mí me tenían como un rey? Ellos estaban cagados por si yo le decía a 
mi familia que me habían pegado, por eso me tenían como un rey, después que nos mataron a palos. Ahora lo 
digo porque ya estoy afuera y no voy a volver ahí y no quiero que a los pibes que están los verdugueen". 


No quiero abundar más en estos testimonios, pero me parece que todos los relatos coinciden en estos 
aspectos. 


También se dijo en esta Comisión que nuestra decisión había sido contraria a los planteamientos de Jurídica 
del organismo, y eso también lo quiero aclarar. Tengo en mi poder un informe -que es del instructor 
sumariante, doctor Montedeocar- que en sus conclusiones dice: "En lo que hace estrictamente a las 
situaciones analizadas en estos obrados, si bien hasta esta etapa de ampliación podían subsistir ciertas dudas 


respecto de la individualización de los responsables de los maltratos ocurridos la noche del 15.04.2003 y/o 
sobre la entidad de la falta cometida por cada uno de ellos, luego de esta ampliación sumarial y tras obtener 
el 'principal elemento de convicción en la causa -la declaración de los denunciantes', la situación claramente 
ha variado y se cuenta con elementos probatorios suficientes para asignar responsabilidad administrativa a los 
funcionarios sumariados, habiendo cumplido la Administración, por lo tanto, con la carga probatoria que la 
normativa vigente le impone". Además, propone la denuncia penal, ya que estos hechos habían sido 
archivados en su momento en el Juzgado Letrado de Primer Turno de Pando, a lo que el Directorio procederá 
en los próximos días. Asimismo, en las conclusiones plantea básicamente aplicar a los funcionarios Núñez, 
Márquez y Mareco la máxima sanción administrativa por haber quedado comprobada su responsabilidad en 
los maltratos ocurridos en la noche en cuestión. 


En realidad, existe un primer informe elaborado que da como plenamente probado los hechos y propone la 
máxima sanción, que es un eufemismo para mencionar la destitución. 


Tengo un segundo informe de Jurídica. Corresponde aclarar que Jurídica elaboró cuatro informes, por su 
método de trabajo; no tengo la formación técnica como para mencionar los roles que cumple cada uno. El 
procedimiento básicamente es así: el instructor sumariante eleva un informe a un segundo abogado, en este 
caso la doctora Bassoz, que es la asesora letrada, quien plantea: "La prueba recabada en esta ampliación 
sumarial, surge probada frente a la responsabilidad de los hechos ocurridos de los funcionarios Daniel Núñez, 
Alberto Márquez y Luis Mareco en el nivel 2 del referido establecimiento correccional.- Así es que de la 
armonización de las declaraciones obtenidas en esta instancia procedimental, en consonancia con lo 
declarado en la investigación de urgencia, así como en la investigación administrativa a instancia judicial, se 
concluye que efectivamente estos funcionarios participaron en la golpiza llevada a cabo en los celdarios esa 
noche contra los internos a quienes además dejaron desnudos toda la noche". Además, avala el informe de 
Montedeocar. 


También voy a compartir otro párrafo porque tiene que ver con algo que se dijo en esta Comisión: "A 
propósito de los nuevos descargos presentados [...] por la defensa en esta etapa ampliatoria, resulta 
descabellado a esta altura de los procedimientos afirmar que hubo violaciones al debido proceso que pudieran 
motivar la nulidad de todo lo actuado.- Si bien en determinado momento las actuaciones, en virtud de la 
gravedad de los hechos denunciados, se derivaron a la Comisión Asesora y fueron objeto de análisis por parte 
de la misma [...], las sugerencias que realizara en esa oportunidad referente a las decisiones que la 
Administración debía tomar respecto a la cuestión de fondo, finalmente no fueron tenidas en cuenta por el 
Directorio del Organismo a la luz de los informes que la Comisión Nacional del Servicio Civil [...] realizara, 
tras llegar a la conclusión de que no se había llegado con certeza a la verdad material de los hechos. En virtud 
de ello, es que la Administración que tiene el deber de investigar con profundidad hasta conocer 
fehacientemente cómo se sucedieron los hechos y quiénes son sus responsables, decide ampliar los sumarios 
dispuestos y proceder conforme está obligado. Máxime cuando están peligrando nada más ni nada menos que 
los fines esenciales a los que está abocado el Organismo". Finalmente se plantea: "Si al momento de finalizar 
los sumarios no se establecieron claras responsabilidades, es deber de la Administración agotar todas las 
instancias hasta alcanzar ese objetivo. En el caso de marras, las pruebas aportadas en la etapa final de 
ampliación no dejan dudas en cuanto a la veracidad de los hechos denunciados y en cuanto a la 
individualización de los responsables. En conclusión esta asesoría sugiere: aplicar a los funcionarios Núñez, 
Márquez y Mareco, la máxima sanción dada la gravedad de las faltas cometidas incompatibles con la calidad 
de funcionario de INAU". Este informe está firmado por la doctora Estela Bassoz, del Departamento 
Contencioso. 


El tercer informe está a cargo de la doctora Barea, Directora de Sumarios. Voy a leer solo algunos párrafos: " 
[...] no es necesario expresar más nada para ilustrar debidamente acerca del debido cumplimiento de los 
aspectos formales del proceso en la nueva etapa de ampliación practicada. Ha quedado, por los fundamentos 
expuestos por la doctora Sotelo, (a cuya lectura nos remitimos) subsanado cualquier vestigio de nulidad que 
pudiera derivar de aspectos formales incorrectos". 


Luego plantea que la autonomía técnica puede dar lugar a diferentes opiniones y dice: "Ocurrió asimismo, en 
las presentes actuaciones, que tal como lo señaláramos [...], se dio una de las situaciones previstas: la prueba 
se fue, a juicio de esta Dirección, enriqueciendo con elementos de convicción que refuerzan la gravedad de 

las faltas cometidas por los funcionarios sumariados". Al funcionario Mareco se lo acusa ya no solo de quitar 
las pertenencias sino de golpear, como lo testimoniaron cuatro personas, pero el elemento de convicción con 


relación a la valoración de la prueba es: "[...] entendemos que deben tenerse especialmente en cuenta, las 
circunstancias en que fueron prestados estos testimonios, a casi tres años de los sucesos, estando los testigos 
en situaciones y medios totalmente distintos a aquellos en que se encontraban durante las otras etapas del 
procedimiento. [...] Sin embargo de la lectura de sus testimonios, se desprende la versión de una vivencia que 
solo habiendo sido muy real y fuerte en su momento puede volverse a testimoniar con tanta claridad y 
coincidencia con versiones anteriores". Concluye que los hechos han sido efectivamente probados, así como 
la responsabilidad de los funcionarios. 


El cuarto informe está firmado por el Director de Jurídica, doctor Caviglia, y también plantea: "Las garantías 
del debido proceso reclamadas por la defensa en su anterior escrito de descargos cuando señala 'el derecho a 
controlar la prueba diligenciada [...] se cumplió plenamente, y para ello reiteramos lo expresado por el Dr. 
Montedeocar en su informe cuando expresa 'También se le brindó al Dr. Williman la posibilidad de efectuar 
preguntas a sus defendidos, sin que se formulase ninguna por parte de este Profesional". Culmina planteando: 
"[...] todos los informes técnicos son contestes en señalar la responsabilidad funcional a los funcionarios 
sumariados por los hechos motivos de auto, estableciéndose distintos criterios para fijar el quántum de las 
sanciones [...]". Y agrega: "Esta Dirección considera, al igual que lo hiciera en su informe [...] que el 
quántum de las mismas corresponde a la discrecionalidad de Directorio, ya que se entiende, son de recibo las 
consideraciones de la Asesora Letrada Dra. Sotelo [...] como de la Directora de Departamento de Sumarios 
Dra. Barea". 


Estos informes corresponden a Jurídica, en los que queda muy claramente probado la responsabilidad de los 
funcionarios y la gravedad de los hechos, y en base a esto el Directorio resuelve la destitución de los tres 
funcionarios. 


Se dice en el Acta que fue el Directorio aislado el que tomó esta decisión. Ustedes han visto que, lejos de ser 
una decisión del Directorio aislado, los informes de Jurídica respaldan claramente la posición del Directorio, 
adjudicándole el margen de discrecionalidad que legalmente le corresponde. 


Por otra parte, la gravedad de estos hechos ya estaba planteada en la resolución que inicia este sumario, que 
no fue de este Directorio sino del anterior. 


Finalmente, quiero hacer una simple observación -si se puede decir así- o decir algo con relación a un planteo 
que hace el señor Diputado Pablo Abdala con el que coincidimos plenamente, y nos parece muy esclarecedor, 
y figura en el Acta que he mencionado. Él ubica claramente los pasos que tiene que dar esta resolución. Esta 
resolución es tomada por el Directorio, lo que habilita la presentación del recurso de revocación y jerárquico 
por parte de los denunciados, quienes han interpuesto en tiempo y forma. El Directorio tendrá oportunidad, 
en un plazo establecido legalmente, de volver a analizar la situación, ver si se aportaron nuevos elementos. 
En caso de no acceder al recurso, esto se eleva al Poder Ejecutivo, en este caso, al Ministerio de Desarrollo 
Social. En caso de que allí se reafirme la decisión, se abre la posibilidad de acceder al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


Se dice en el Acta referida que el doctor Gonzalo Fernández habría expresado su interés en intervenir desde 
la Presidencia. Queremos dejar claro que esa intervención no se ha producido, que no ha habido ninguna 
intervención por parte del doctor Gonzalo Fernández desde su entorno. Creemos que tanto el sindicato como 
el Directorio, y ni hablar del doctor Gonzalo Fernández, saben que eso sería una grave irregularidad. 


Dejo por acá. Prefiero ajustarme a las preguntas que quieran realizar los señores Diputados. 
SEÑORA PRESIDENTA.- La señora Diputada Etcheverry había solicitado una interrupción. 
SEÑORA ETCHEVERRY.- Buenas tardes al Directorio del INAU. 


Voy a ser breve -quisiera anotarme para hacer uso de la palabra después-, porque, primero, voy a dejar que 
hable el señor Diputado Pablo Abdala. 


Pedí una interrupción en ese momento porque el señor Presidente del INAU tenía la información a la vista y 
quería evitar volver para atrás, pero como la Presidenta no me lo permitió, voy a tratar de recordar lo que le 
quería preguntar. 


Cuando el señor Presidente estaba hablando de la declaración de los menores, quiero saber si se refería a la 
primera o a la segunda declaración, cuando estos menores ya se encuentran -por desgracia- en el COMCAR o 
en otras cárceles del país; a tres años del hecho, la situación es bastante diferente. Quiero saber si la 
declaración de la que estaba hablando estaba en el marco de la ampliación sumarial, si es en ese momento 
que se hace esa pregunta a estos mayores ya, en este momento, que por desgracia se encuentran en esta 
situación, y si fue cuando no se había dado vista a la parte que está haciendo la defensa de estos trabajadores. 


Esa era la duda. Tengo otras preguntas, pero quiero que el señor Diputado Pablo Abdala hable antes que yo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Veo que la señora Diputada Etcheverry ha incluido al señor Diputado Pablo 
Abdala en la lista. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Pienso que el señor Diputado Pablo Abdala va a manejar mucho mejor 
que yo el tema jurídico; le reconozco eso. 


SEÑOR GIORGI.- En todo momento, las declaraciones que manejo refieren a la etapa de ampliación 
sumarial, efectivamente, porque las otras figuran en el expediente, pero ya fueron evaluadas y vistas 
por la Oficina Nacional del Servicio Civil y demás. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Procuraré ser bien concreto y expeditivo a la hora de formular mis 
comentarios y expresar las dudas que surgen de lo que acabamos de escuchar. 


Por supuesto, agradezco al Directorio del INAU su comparecencia y a su Presidente por el esfuerzo 
intelectual a la hora de procurar fundamentar su posición y la del organismo con relación a los aspectos que 
motivaron la denuncia sindical. 


Esa denuncia sindical hizo epicentro en la destitución de estos tres funcionarios, pero que -por allí también 
empezó el Presidente del INAU- también contuvo referencias a distintos aspectos vinculados con la política 
de recursos humanos. A mí hay algo que, como duda, se me ha generado y subsiste en mí en cuanto a que, 
más allá de las nuevas modalidades de gestión a las que hizo referencia el señor Presidente y a los esfuerzos 
de buena administración que él invoca el actual Directorio del INAU estaría llevando a la práctica, un dato 
parece no haber sido desmentido: cuando asumió este Directorio había 635 encargaturas y ahora hay 708, 
específicamente. Aquí se hicieron afirmaciones graves por parte del Sindicato e, inclusive, en la prensa en 
cuanto a que ese incremento en los ascensos y en las promociones de determinados funcionarios no 
respondieron a razones de mejor servicio, sino que, en todo caso -así fue catalogado; no lo digo yo, sino que 
lo dijo el propio sindicato-, respondieron a razones de carácter político, a razones vinculadas con el 
clientelismo o con el amiguismo que presuntamente los Directores del organismo estarían ejerciendo en 
función de estas promociones de una cantidad importante de funcionarios. Por más de que había un convenio 
firmado que establecía la necesidad de que esas asignaciones se hicieran por concurso, este Directorio no 
solo no habría observado el procedimiento del concurso para designar esas encargaturas sino que, además, las 
habría incrementado. Se nos dijo, incluso, que esas razones de amiguismo y clientelismo político estarían 
vinculadas, en particular, con un determinado sector político de la coalición de Gobierno. Tanto es así que, 
según se nos informó, esta situación fue puesta en conocimiento de la señora Ministra de Desarrollo Social, 
que no solo es quien ejerce la tutela administrativa del Directorio del INAU sino que, además, pertenece al 
partido político que supuestamente se habría visto beneficiado por esas promociones al que, de casualidad, 
además, corresponde la señora Vicepresidenta del INAU. Estas son afirmaciones graves que, por supuesto, 
pertenecen, en parte, al plano de lo subjetivo. Lo que no es subjetivo, sino que parece haber quedado 
demostrado porque no lo ha contestado el Presidente del INAU, es que al principio había 635 encargaturas y 
ahora hay 708 y que no se siguió el requisito del mecanismo del concurso a los efectos de esas promociones 
que se practicaron. 


En cuanto a la situación específica de las tres destituciones, creo que más allá de que el Directorio del INAU 
ha ensayado una explicación y ha procurado fundamentar su posición desde el punto de vista jurídico y de los 
procedimientos administrativos, subsisten dudas muy serias -por lo menos, así lo entiendo- en términos de 
que se hayan otorgado las garantías del debido proceso a los funcionarios involucrados y de que -voy a ser 
muy cuidadoso con la expresión, pero es la que me viene a la mente- el Directorio del INAU, más allá de las 
recomendaciones que le formularan los servicios técnicos, por un lado, y la Oficina Nacional del Servicio 


Civil, por otro, terminara actuando con una suerte de obstinación o de ensañamiento, si fuera el caso -no sé si 
lo fue-, con relación a estas personas -a las que no conozco- que, claramente, por lo que surge de todos los 
informes, sí estarían incursas en responsabilidad administrativa, pero sin embargo no serían merecedoras de 
esa pena, tal como surge de todas las actuaciones. Por lo menos, de las actuaciones que se cumplieron en el 
primer tramo -y yo diría a lo largo de todo el procedimiento- hasta las conclusiones finales del último 
instructor sumarial -ahora voy a repasar las etapas que se cumplieron- no surgiría eso como una 
recomendación por parte de nadie, aun cuando el Directorio insistió con que las cosas tomaran esa curso y, en 
definitiva, se llegara a esa conclusión. 


Está claro, señora Presidenta, que aquí intervino un instructor sumarial -como debe intervenir en todo 
sumario- que, en primera instancia, recomendó sanciones, no destitución. Está claro que la Oficina Nacional 
del Servicio Civil recomendó, en el mismo sentido, que no se procediera a la destitución de estos 
funcionarios. Está claro, además, que formuló un señalamiento al Directorio del INAU en términos de que no 
había otorgado a estos tres funcionarios las posibilidades de defensa que el ordenamiento jurídico establece 
para todos los funcionarios públicos. Está claro que entre medio se ensayó la formación de una comisión -que 
no recuerdo cómo se llama, pero que todo indica que fue creada para el caso concreto-, a efectos de ver si se 
lograba, por un bypass o por la vía de un organismo que no tenía previsión presupuestal ni estaba incluido en 
el presupuesto de la institución, una recomendación favorable a lo que parecía ser del interés del Directorio 
en cuanto a la conclusión de este asunto. Cuando se señaló por parte de la Oficina Nacional del Servicio Civil 
que esa comisión no tenía la legitimidad suficiente para actuar, porque notoriamente implicaba saltearse a los 
que deben asesorar en estos casos al Directorio del organismo -que son sus cuadros gerenciales, los servicios 
técnicos, su división jurídica, el Director de Sumarios y el instructor sumarial-, se la disolvió. 


No conformes con eso, que ya en sí mismo podría describir una irregularidad, el Directorio del INAU inició 
un proceso de ampliación sumarial, que ofrece nuevas sorpresas. En primer lugar -según tenemos entendido; 
no lo dijo el Presidente del INAU, pero lo podrá aclarar ahora-, hay una primera etapa de la actuación 
sumarial que no se hace en un solo tracto -tengo entendido que supone, por lo menos, dos etapas-, en la que 
se toman declaraciones. Supongo que son las que acaba de leer el señor Presidente del INAU tomadas a los 
menores afectados por este tipo de situaciones. Y sin duda que resultaron afectados. Partimos de la base de 
que aquí hubo un proceder o un obrar antijurídico de parte de estos funcionarios, más allá de que no fueran - 
reitero- merecedores de la destitución, pero sí de algún tipo de sanción administrativa. Sin embargo, en esa 
etapa, los involucrados -aquellos funcionarios que estaban siendo investigados, sumariados y cuya 
destitución se estaba encaminando- no fueron notificados, ni ellos ni su representante legal. Se tomaron las 
declaraciones y una vez que se advirtió que se estaba frente a una situación que podía viciar de nulidad todo 
el procedimiento -porque cómo va a hacerse una ampliación sumarial sin notificar a los implicados en esta 
situación-, se resolvió instruir esa etapa nuevamente -reitero: esto me lo confirmarán o me lo desmentirán; es 
la versión de los hechos que nosotros tenemos- y en esa reiteración de las actuaciones, lo que hubiera sido la 
regla miliar era sustituir al instructor interviniente porque podía caer en una situación de prejuzgamiento, ya 
que había actuado irregularmente en una primera etapa y se disponía a hacerlo en la segunda. Pero no solo no 
se lo sustituye sino que se lo confirma y es quien finalmente termina recomendándole -¡qué casualidad! - al 
Directorio del INAU la sanción máxima, la destitución. 


Aún así la ampliación sumarial tampoco es del todo favorable a la conclusión de la destitución. Según tengo 
entendido, algunos de los juristas -que, inclusive, mencionó el señor Presidente del INAU-, en esa segunda o 
última etapa de ampliación sumarial recomiendan, una vez más, al Directorio proceder a la suspensión de 
estos funcionarios, no a la destitución. La propia doctora Sotelo, según tengo entendido, se expresa en ese 
sentido. Hay tres nuevos informes. La doctora Barea, que fue mencionada por el Presidente hace un rato, 
también a partir de esa ampliación sumarial, recomienda la suspensión en los tres casos, con distinto 
quántum, con diferente gravedad de la sanción, pero nunca la destitución. Y el propio doctor Caviglia 
considera -leo textualmente-: "Son de recibo las consideraciones de la asesora letrada, doctora Sotelo, como 
de la Directora del Departamento de Sumarios, doctora Barea", estableciendo, además, que el Directorio -este 
es un aspecto importante que tampoco fue mencionado- "debería tomar en cuenta, a la hora de tomar la 
decisión, los buenos antecedentes funcionales de los tres funcionarios". Este es un aspecto que no se 
mencionó en términos de valorar la prueba en su conjunto, no solo una declaración de los menores obtenida 
en una ampliación sumarial en términos irregulares, que fue lo que ocurrió, como expresé con anterioridad. 


De manera que desde ese punto de vista, la fortaleza que el Presidente del INAU pretende exhibir en función 
de las conclusiones finales del último instructor sumarial con relación a esto, me parece que es bastante 


discutible o relativa. El Presidente menciona a la doctora Barea, pero ella -hasta donde sé- en ningún 
momento recomienda la destitución. Sí dice que surgieron elementos nuevos, que se produjo prueba de la que 
antes no se disponía que lleva a reforzar la conclusión de que estos funcionarios incurrieron en 
responsabilidad funcional; muy bien, pero una cosa es incurrir en responsabilidad funcional y otra, ser 
destituido. No me consta -tal vez sí- que la doctora Barea haya recomendado la destitución. Incluso -por lo 
que acabo de leer- recomendó más bien la suspensión. Otro tanto ocurre con el informe del doctor Caviglia, 
en el que también dice que hay responsabilidad funcional, pero no surge de ningún lado -al menos yo no 
tengo conocimiento- que recomiende destitución alguna. Dice, sí, que el Directorio debe ser el encargado de 
fijar el "quántum" de la sanción. Pero el "quántum" puede ser una amonestación, una observación, una 
suspensión de un día, de seis meses con descuento de la preventiva o lo que quiera que sea. 


De manera que creo que estamos frente a una situación delicada y en la valoración final de todos estos 
episodios o actuaciones administrativas lo que me queda claro es que a la hora de resolver el Directorio del 
INAU no tuvo en cuenta lo que recomendaron los servicios técnicos, se apartó y contradijo lo que recomendó 
la Oficina Nacional del Servicio Civil -que es la oficina especializada en materia de funcionarios públicos y 
de procedimientos administrativos referidos a los mismos- y no tuvo en cuenta -aunque de pronto no tenía 
por qué hacerlo desde el punto de vista estrictamente jurídico o administrativo, pero no deja de ser un 
elemento de referencia- la actuación de la Justicia Penal. La Justicia Penal actuó en este asunto, realizó un 
presumario -se sobreentiende- y, sin embargo, no llegó ni siquiera a la semiplena prueba tendiente a 
involucrar a estos funcionarios en términos de procesarlos penalmente, lo cual hubiera tenido consecuencias 
en el ámbito funcional y administrativo. 


Por lo tanto, en aras de encontrar una salida a esta situación -quiero ser constructivo-, si el Directorio del 
INAU entiende que puede haber margen no digo para una reconsideración, pero por lo menos para dar por 
terminado esto y, eventualmente, superar el propio conflicto que hoy tiene planteado con el sindicato - 
sabemos que ha resuelto ir hasta el final porque ha planteado como una cuestión fundamental la defensa de 
estos compañeros; no así de los otros que fueron destituidos en términos que se arreglan a derecho porque se 
probó claramente la gravedad de su responsabilidad-, lo menos que debería hacer frente a esta confusión -no 
digo revocar la decisión porque sé que estaría pidiendo demasiado-, sería solicitar una nueva opinión a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Sería bueno ver qué nos dice, teniendo en cuenta que es una oficina 
independiente, más allá de que dependa del Poder Ejecutivo o de la Presidencia de la República; es un 
organismo especializado, técnico en esta materia, en el que todos podemos confiar. Por lo tanto, sería una 
opinión que a todos nos daría garantías. 


No sé qué opinará el sindicato con relación a esto, pero creo que puede ser una salida para destrabar esta 
situación. Además, creo que no dejaría al Directorio del INAU en una posición de debilidad porque, así como 
la Oficina Nacional del Servicio Civil se pronunció una vez que culminaron las actuaciones sumariales 
inicialmente, lo que ahora estaríamos pidiendo es que vuelva a pronunciarse una vez que se terminó la 
ampliación sumarial. Creo que no es demasiado; es lo menos que podemos solicitar, además, de ofrecer desde 
ya -como está en el ánimo de todos los miembros de la Comisión y es habitual- la buena voluntad para 
ayudar a destrabar una situación que, supongo, tendrá preocupado al Directorio del INAU. Hoy hay una 
situación de conflicto bastante compleja, por lo que hemos podido advertir. Tengo entendido que en este 
momento están cortando la calle, hace varios días que están acampando frente a la sede del organismo y 
supongo que esa no es una situación grata para los Directores. Imagino que asignaran la importancia que, sin 
duda, esa situación tiene. 


De manera que, como esta Comisión procura, antes que nada, acercar a las partes, me parece que por ahí 
podríamos tener un camino a seguir con relación a un proceso que, reitero, por lo menos -diciéndolo con un 
eufemismo- deja dudas. Que en última instancia se me diga que el Directorio del INAU, como servicio 
descentralizado, puede tener la potestad de tomar esta decisión, asumiendo él toda la responsabilidad, es algo 
que se puede llegar a argumentar, pero no deja de ser una posición bastante débil porque tiene a todas las 
demás opiniones en contra. Desde ese punto de vista, demasiado fuertes deben ser los argumentos que se 
incluyeron en la resolución como para contradecir a todos los demás Nadie es el dueño de la verdad, pero si 
todos los demás opinan distinto que yo, por lo menos me planteo la duda. 


SEÑOR GIORGI.- Con relación al tema de las encargaturas, al principio de la intervención intenté 
explicar -posiblemente no se haya entendido- que si tomamos los datos que maneja el sindicato -que 
creo que no están actualizados; pero tomémoslos por ciertos- en este momento tendríamos 708 


encargaturas, contra 635 al momento de asumir, lo cual hace una diferencia de 83 y no de 200, como se 
dice. De estas 83 encargaturas hay 50 solicitadas por el sindicato. Además, hay un acuerdo que lleva las 
firmas de la Mesa del SUINAU; se plantea la solicitud de los señores José López, Carlos Salaberry, 
Marisa Cancela, Mario Aguilar y Jorge Pérez. Se dice que, a los efectos de habilitar soluciones al 
conflicto ocasionado por reclamo formulado por funcionario de la División de Servicios Generales, se 
hace un acuerdo que, básicamente, es encargar a los funcionarios de grados superiores a los que 
tienen; hay un pasaje al grado seis y otros del seis al nueve, y esos suma 49 encargaturas. Si restamos 
las 49, vamos a llegar aproximadamente a unas 34, de las cuales ya dije que 18 corresponden a 
profesionales que fueron transitoriamente regularizados por vía de encargaturas para cumplir 
funciones profesionales y luego fueron regularizados en forma gradual por el artículo 13. De todos 
modos, ese proceso recién se empezó a dar a mediados de diciembre, por lo que probablemente estén 
incluidos en este número. Hay 13 encargaturas del Programa "Calle", que duplicó la cobertura, por lo 
que era necesario aprobarlas de inmediato mientras se procesaran los concursos correspondientes. Hay 
3 que corresponden al equipo técnico que coordinó en el INTERJ mientras se proveían los cargos de 
directores de programa, que a la fecha ya están provistos. Las 9 restantes tienen que ver con distintas 
resoluciones del organismo para dar funciones encargadas ante ciertas acefalías; entre ellas están 
también algunas coordinaciones y direcciones de la Escuela Berro que, como ustedes saben, fue uno de 
los factores que permitió la regularización del funcionamiento. 


En cuanto a la pertenencia política partidaria de algunos de ellos, no puedo decir a qué partido pertenecen. 
Pero me consta que es gente que estaba en la temática, que tiene una trayectoria dentro de la institución y que 
está allí trabajando en forma satisfactoria; además, en todos los casos se han realizado los llamados a 
concurso. Todas estas encargaturas son transitorias, como debe ser nuestra figura. 


Es cierto que el instructor sumariante en la segunda etapa ha cometido errores. El instructor comete un error 
en la notificación, que implica que muchos procedimientos se tengan que hacer dos veces. Los informes de 
Jurídica también plantean que este error habría sido subsanado en la medida en que luego se cumplieron los 
pasos del caso, y los cuatro abogados así lo plantean. 


En cuanto a los buenos antecedentes de estos funcionarios, debo decir que no tienen sanciones anteriores. 
Pero también es real que el gremio, que hoy utiliza como uno de los argumentos claves los buenos 
antecedentes y las evaluaciones, nunca aceptó que se consideraran las evaluaciones de los funcionarios en 
ninguna decisión, porque estima que no son válidas. Entre otras cosas, puedo decir que estos funcionarios 
fueron evaluados por un coordinador que hoy está destituido y procesado. Por tanto, las evaluaciones son 
muy relativas. Es más, lamentablemente hoy tenemos a una de estas personas procesada con prisión, lo que si 
bien no tiene que ver con estos hechos, también da cuenta de que estamos frente a un individuo cuyo manejo 
de su agresividad no es el mejor que podríamos esperar de un funcionario que trabaja con adolescentes. 


Aceptamos, entonces, que parecería que los hechos están comprobados y que hay responsabilidad; creo que 
hemos dado un paso en ese sentido. Hasta ahora se hablaba de arbitrariedad y de hechos no probados. El 
sindicato en todo momento dijo que si estuvieran probados esos hechos, no defenderían a estos funcionarios. 
Si están probados los hechos, creo que cierra perfectamente la solución a la que tenemos que llegar. 


La Justicia Penal efectivamente en su momento archivó el tema, pero ahora vamos a pedir el retiro del 
archivo, en función de los nuevos testimonios. 


En cuanto a la presencia del doctor Williman en las distintas actuaciones, debo aclarar lo siguiente. A fojas 
371 del expediente, con fecha 8 de setiembre de 2006, fechado en el Penal de Libertad, aparece una nota 
firmada por el doctor Williman y por Ignacio Montedeocar que dice: "En este estado, luego de recabado el 
testimonio al joven" -aparecen los nombres de varios jóvenes- "manifiesto que no puedo continuar 
acompañando al suscrito en el resto de las diligencias programadas para el día de hoy. Esta manifestación se 
realiza en forma voluntaria argumentando que no puedo hacerlo por razones laborales. Asimismo expreso que 
los jóvenes interrogados hasta el momento continúan en la línea de faltar a la verdad, por lo que es de esperar 
que los restantes también lo hagan". Esto realmente me resulta insólito, pero es claro que el doctor Williman 
estuvo presente en estos interrogatorios y cuando no estuvo fue porque no quiso. Además, la forma de 
descalificar a los testigos es realmente preocupante. 


En la primera intervención ya planteé que esto tiene su trámite a nivel administrativo. Esto implica un recurso 
que va a ser considerado en su momento. Cuando el Directorio trate el recurso -que ya fue presentado- podrá 
reconsiderar esta situación. La Oficina del Servicio Civil tiene plazos y no sé si se está dentro de ellos. Al 
momento de analizar el recurso se verá qué asesoramiento se necesita y qué plazo se da. Pero nosotros no 
somos partidarios de revisar esta decisión ahora, entre otras cosas, porque creo que queda claro que si 
realmente damos por probados estos hechos, hay una incompatibilidad entre hacer estas cosas y ser 
funcionario del INAUÚ. Eso hay que tenerlo claro. Aquí estamos frente a una actitud de inconducta que está 
reñida con el carácter de ser funcionario. No estamos frente a una falta leve o vinculada a un procedimiento, 
a una demora de un expediente, a una irregularidad administrativa; estamos frente a un hecho que es 
incompatible con tener como misión ser instructor, educador de menores de edad. El Directorio se puso firme 
en esto y considera que estas conductas son incompatibles con ser funcionario de una institución como el 
INAU. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Se presentó un recurso de amparo y hoy me enteré por la delegación del 
sindicato que la Justicia lo rechazó "in limine". Quiere decir que entendió que no había violación de 
las garantías del debido proceso porque, precisamente, el recurso de amparo se presenta en los casos en 
que se consideren afectadas garantías constitucionales fundamentales. 


(Interrupción del señor Representante Pablo Abdala) 
——Se rechazó "in limine". 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar quiero disculparme con el señor Diputado 
Salsamendi, a quien interrumpí y, en segundo término, debo decir que coincido con él con una 
salvedad o agregado. Me refiero a que la acción de amparo no procede cuando hay otras vías 
recursivas desde el punto de vista procesal, independientemente de que el fundamento de derecho o de 
hecho sea contundente. En este caso es notorio que hay otras vías procesales porque, como lo acaba de 
decir el señor Presidente, ya se han interpuesto los recursos administrativos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- De todos modos, insisto -no voy a discutir ahora acerca de los recursos de 
amparo, de su extensión, etcétera; reconozco que soy partidario de una amplitud mayor que la que 
utiliza la Justicia uruguaya— en que es un elemento de un órgano que obviamente analizó el problema 
y, en principio, resolvió no atribuirle la gravedad que se le da en el planteamiento que hizo el sindicato. 


Además, quiero hacer algunas consultas estrictamente acerca del expediente. Esto es difícil y la verdad es que 
desconozco completamente este caso, salvo lo que fue planteado por el sindicato y lo que ahora nos leía el 
Presidente del INAU. En primer lugar, quisiera saber si la ampliación sumarial se hizo dentro del plazo, si las 
resoluciones fueron adoptadas dentro de los plazos fijados para resolver los sumarios o no. No leí que eso 
fuera objetado, pero no sé si esto eventualmente forma parte de las objeciones que se plantean. 


En segundo término, si se mencionaron aspectos vinculados a golpes, etcétera, quisiera saber qué ocurrió en 
el plano judicial o dentro del marco del organismo, si hubo pericias forenses, en qué plazos y qué ocurrió con 
eso. 


Iba a preguntar si las declaraciones habían sido tomadas o no en presencia del defensor, aunque eso ya se 
aclaró. Pero leyendo advierto que él señala que se vuelven a tomar las declaraciones y dice: "Decidimos 
colaborar en la reconstrucción de esas actuaciones". Supongo que esta frase implica que efectivamente 
participó y que las mismas se tomaron en su presencia. Recién el Presidente Giorgi leía un acta acerca de eso. 
Lo que pregunto es si eventualmente o en todos los casos esto ocurrió así. 


Finalmente, voy a hacer una consideración. Por parte del doctor Williman se señaló lo siguiente: "Nosotros 
no pataleamos porque se volvió a hablar de uno, dos y tres meses de suspensión. Esas cosas no las 
discutimos, pero sí la permanencia de los trabajadores". Luego dice: "Hasta ese momento, a pesar de los 
errores formales, nos manteníamos en no recurrir la suspensión, si es que se daba; si los suspenden, los 
suspenden". 


Por lo tanto, francamente la duda que nos queda es acerca del porqué de esto, si es que, en efecto, existen 
errores formales de la entidad y de la gravedad de los que se denuncian. Reitero que no conozco el 
expediente; para expedirse sobre algo tan complejo como esto se debería hacer una lectura absolutamente 
acabada, profunda, de un expediente tan voluminoso como el que se plantea. En definitiva, lo que se dice o lo 
que se da a entender aquí es que si la sanción no hubiera sido la que fue, en realidad, se aceptaba y no había 
ningún problema con relación a las formalidades planteadas. Esto es lo que entiendo que se desprende de 
estas palabras. Por lo tanto, el problema parecería estar planteado exclusivamente en lo que en Derecho Penal 
se denomina el "quántum" de la pena, es decir, en la efectiva determinación de la sanción y no 
necesariamente en aspectos de carácter procesal, muchos de los cuales requieren un análisis que, reitero, en 
lo personal, no estoy en condiciones de realizar exclusivamente con los aspectos que se han planteado, 
aunque me han parecido razonables, atendibles y lógicas las explicaciones que ha dado el Presidente Giorgi. 


Además, más allá de las definiciones que hubo acerca de si aconsejaban o no -en todo caso, siempre son 
consejos, asesoramientos—, quiero consultar si la tipificación que se hacía de los casos por parte de cada uno 
de los asesores jurídicos del INAU definía que estas faltas eran graves. Porque la definición de "falta grave" 
es increíblemente amplia; en mi opinión, es un problema que tenemos con esto de las definiciones legales, 
con las que no estoy de acuerdo, pero son las que tenemos. Se sabe que a partir de la tipificación de falta 
grave puede irse desde una suspensión máxima hasta eventualmente una destitución. Entonces, me interesa 
saber concretamente si esta tipicidad o catalogación -para decirlo en términos más simples—, de falta grave 
aparece o no en los dictámenes de la Asesoría Jurídica. 


En cuanto a la Oficina Nacional del Servicio Civil, también estoy convencido de que este es uno más de los 
tantos problemas que deberíamos analizar con respecto al funcionamiento de nuestro sistema. Entiendo 
perfectamente la preceptividad en algunos casos; tendría que analizar si en efecto se aplica o no para este 
caso. Pero en concreto quisiera saber lo siguiente. La Oficina Nacional del Servicio Civil en su informe - 
reitero, no vinculante- realiza como siempre -por lo que entendí— una serie de observaciones. ¿Ustedes 
entienden que esas observaciones fueron levantadas o no? Si no fuera excesivamente largo, quisiera conocer 
alguna breve descripción al respecto tanto en caso afirmativo como negativo y saber por qué. 


SEÑOR GIORGI.- En primer término, en este trámite los plazos fueron más complejos que lo 
habitual. Generalmente, para procesar un sumario el plazo es de dos años, pero hay suspensiones, 
entre otras, el tiempo que estuvo en la Oficina Nacional del Servicio Civil, que fue muy prolongado; 
incluso, tengo entendido que la medida de ampliación también de alguna manera difiere los plazos. No 
estoy en condiciones de dar una respuesta técnica; lo que sí puedo decir es que los informes de jurídica 
fueron realizados dentro de los plazos reglamentarios y que en ningún momento el abogado de la 
defensa, doctor Williman, cuestiona los plazos. 


En segundo lugar, las pericias se realizaron ocho días después, cuando el hecho tomó estado público. 
Recordemos que en su momento este hecho fue ocultado, tanto por los funcionarios como por sus jerarcas 
inmediatos, que son los que, además, hacen las buenas evaluaciones. Esto tiene lugar un martes y recién el 
sábado siguiente se da una situación en la cual ellos comentan a sus familiares lo que sucedió; la visita se 
niega a retirarse del establecimiento y solicita la presencia del Juez. Cuando este llega se formaliza esta 
situación y recién a la semana siguiente comienzan las actuaciones. A pesar del tiempo transcurrido, el 
forense constata lesiones en uno de los jóvenes. También tenemos un informe técnico de la División Salud 
del INAU que plantea que, dado el tiempo transcurrido es lógico, desde el punto de vista técnico, que las 
lesiones, que tiene que ver con hematomas básicamente, no sean visibles en ese momento. La propia 
investigación administrativa de 3 de julio de 2003, elaborada en aquel momento por el licenciado Marzano y 
que, además, tiene la firma de la doctora Stella López, en el Considerando l plantea "que según lo informado 
por la Asesoría Letrada, del análisis de las actuaciones contenidas en el expediente y de las realizadas en 
Sede Judicial [...], cuyas fotocopias autenticadas por el Juzgado Letrado de Pando de 1ra. Instancia de ler. 
Turno obran en las presentes actuaciones, surgen denuncias de madres de jóvenes internados en el 
Establecimiento mencionado relativas a que los mismos recibieron golpes, en tanto que en el informe del 
Médico Forense de la referida Sede se constata la presencia de lesiones en jóvenes del lugar". Reitero que 
esto lleva la firma del licenciado Marzano y de la doctora López. 


Con relación a las observaciones de la Oficina Nacional del Servicio Civil, este organismo plantea, 
básicamente, dos; tal vez haya una tercera. Hay una observación de contenido que es la de considerar que las 
pruebas no tienen la contundencia necesaria, que es lo que básicamente habilita la nueva etapa del proceso y, 


según los informes jurídicos, queda revertida por completo al final del proceso, con las ampliaciones 
sumariales del caso. 


Por otra parte, se hace una observación en cuanto a la participación de la Comisión Asesora que aquí se dijo 
en varias oportunidades que había sido disuelta, pero no es así; esta Comisión funciona aún hoy. Es una 
"Comisión Interinstitucional e Interdisciplinaria Asesora en temas de Derechos de Niños, Niñas y 
Adolescentes, con carácter de Cuerpo Técnico Honorario de apoyo a la labor del Directorio". Está integrada 
por las doctoras Elena Sarli y Mónica De Martino, por la Educadora Social Cristina Roca, por la psicóloga 
Ariadna Cheroni y por la doctora Susana Falca, representando a UNICEF y actuando en carácter de Asesora 
Técnica. Agrego que se estableció lo siguiente: "[...] dicha Comisión no integrará los cuadros funcionales del 
Organismo y sus opiniones tendrán únicamente la calidad de asesoramiento no vinculante para el Directorio". 
Esta Comisión sigue funcionando hasta el día de hoy; el documento que leí es de fecha 29 de junio de 2005. 
Quiere decir que no pudo haber sido creada para esto. Pero, además, sigue actuando; a esta altura, hay una 
veintena de expedientes en los que ha asesorado, entre los que está el correspondiente a la creación de un 
centro de semilibertad en Maldonado, respecto del que, inclusive, participó como interlocutora frente al 
Poder Judicial, realizando un aporte importante en ese proyecto que se concretará en los próximos días con la 
firma de un convenio. También actuó en la elaboración del mapa de ruta para encarar el maltrato infantil, 
sobre lo que se viene trabajando con otros organismos de la enseñanza, de la salud, de la Justicia y del 
Ministerio del Interior. Además, participó en el diseño de algunas medidas relativas al tema calle. En fin, es 
una Comisión honoraria, que no forma parte de la estructura y que es convocada con relativa regularidad, 
pero no es una de las Comisiones estables del organismo. Ha hecho aportes muy importantes y su labor 
consiste en dar opiniones al Directorio; no se trata de asesoramientos vinculantes. De todos modos, 
consideramos que esta debilidad está subsanada desde el momento en que en la segunda etapa esta decisión 
no se toma en cuenta. 


Por otra parte, hay algunos aspectos en cuanto a la vista. Como en la primera parte uno de los funcionarios no 
aparecía muy involucrado -es el caso del señor Mareco-, en su momento, no se le dio vista, pero después se 
lo sancionó. Esta es una objeción que se subsana en la segunda fase. 


Puedo olvidarme de alguna, pero el Directorio, apoyado en los informes jurídicos de la última etapa, 
considera que las observaciones están levantadas. Nuestra postura es que, en su momento, la Oficina 
Nacional del Servicio Civil vio el expediente e hizo el asesoramiento, de acuerdo con lo que indica la 
normativa. En base a ese asesoramiento el Directorio levanta las observaciones y toma las decisiones. 


No recuerdo si se había formulado alguna otra pregunta, pero en todo caso ya habrá oportunidad para 
responderla. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Voy a ser muy breve porque se han hecho varias preguntas. Creo que, por 
lo menos algunos, nos vamos a ir de acá con muchas dudas. 


Fuimos muy criticados por las 635 encargaturas y hoy sabemos que hay 708, lo que nos llama poderosamente 
la atención, por más que algunas de ellas sean justificadas. Pero bastante se criticó que hubiera 635; quiero 
dejar muy recalcado ese número en la versión taquigráfica. 


Por otra parte, aunque quizás tenga menos formación jurídica que algunos de los miembros de esta Comisión, 
por suerte, algunas cosas entiendo, y me llama la atención por qué después de la ampliación sumarial no se 
envía nuevamente a la Oficina Nacional del Servicio Civil, que podría haber planteado algunas 
observaciones. Si se hubiera procedido así creo que no estaríamos discutiendo esto aquí y que algunos 
ánimos estarían más calmados. 


Por otro lado, obviamente, no conocemos a los funcionarios. Tenemos claro lo que se planteó aquí en cuanto 
a que hay 15 a los que se les abrió sumario, que el sindicato está defendiendo a 3; obviamente, se consideró 
que los otros 12 no eran defendibles. En estos tres casos se entendió que se cometieron grandes 
irregularidades por parte del Directorio por el no cumplimiento de algunos pasos. 


Voy a hacer un "racconto" que por lo menos a mí me genera gran preocupación porque, a mi juicio, supone 
un antecedente de arbitrariedad. En primera instancia, el departamento de asesoramiento jurídico del INAU 
aconseja sanciones leves para algunos funcionarios -a algunos les corresponden 10 días, a otros 30; no 


recuerdo claramente- y a otro de ellos no le establece ninguna sanción. Si mal no recuerdo, eso se envía a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, la que no aconseja la destitución. Pero el Directorio sigue profundizando 
y considera que sí tiene que haber una destitución debido a que hay irregularidades. Además, crea esa 
Comisión integrada que produce tres informes -tenemos por aquí algunos; no los leídos por el Director, sino 
los manejados por el señor Diputado Pablo Abdala-, en los que se amplían las sanciones para estos 
funcionarios. De todos modos, el Directorio sigue insistiendo con su destitución. 


Sinceramente, mi gran preocupación como legisladora es que hay informes de Jurídica -que supongo que son 
objetivos y están elaborados por funcionarios que hace muchos años que están en el organismo y son 
personas de confianza para este- que aconsejan la no destitución de estos funcionarios, que hay un informe de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil que aconseja lo mismo, pero igualmente el Directorio destituye; 
entonces, ¿para qué está Jurídica? Mi pregunta es: ¿para qué existe Jurídica si lo que aconseja, en definitiva, 
no se cumple? ¿Para qué enviamos el expediente a la Oficina Nacional del Servicio Civil si tampoco vamos a 
hacer lo que aconseja? ¿Por qué después de la ampliación sumarial no damos a esta Oficina la oportunidad de 
volver a brindar su opinión? Eso, a nosotros, como legisladores -y a quien habla en particular- nos daría 
tranquilidad. Si no se procede así, a mi modo de ver, esto queda como antecedente de que este Directorio 
saca, pone, destituye a quien quiere, por más que tenga un alto así de expedientes que indican que esa 
persona no debe ser destituida. 


Como dije antes, no tengo formación jurídica; soy legisladora. He leído parte del expediente, lo que se nos ha 
podido acercar y lo que entiendo es lo que he expresado. Se nos habla de que se lean los antecedentes de los 
funcionarios. Hubo errores. Hay chicos que en aquel momento eran adolescentes y que hoy son mayores que 
hablan hasta de funcionarios que esa noche no estaban trabajando en el organismo. En principio nombran a 
determinados funcionarios, pero en la segunda declaración nombran a funcionarios que se sabía que no 
estaban trabajando ese día. Entonces, yo creo que esto va mucho más allá de mi opinión o de lo que esta 
Comisión puede abarcar. Y, perdone, señora Presidenta porque tal vez no me corresponda decirlo. Si 
hablamos de que en una primera declaración se dice que están determinados funcionarios, de que en la 
segunda no se da vista a la parte defensora y de que en la tercera se nombra a gente que ni siquiera fue a 
trabajar, yo creo que algunas irregularidades hay. Pienso que no puede quedar este antecedente que da al 
Directorio cierto "poder" -entre comillas- de nombrar, destituir, sacar y poner a quien quiera -por más que 
pueda hacerlo- sin las garantías necesarias. A mí, como legisladora, no se me están dando las garantías 
necesarias de que se estén haciendo las cosas correctamente. Después de una ampliación sumarial, el hecho 
de no haber enviado esto a quien aconsejó que no se destituyera, implica que se omitió un camino, mucho 
más cuando hay declaraciones contradictorias de esos chicos, que hoy no lo son tanto. 


Más allá del seguimiento que se va a hacer -sé que el sindicato recorrerá otros caminos dentro del 
Parlamento-, nosotros vamos a seguir investigando algunas irregularidades que estamos viendo porque, por 
ejemplo, no sé qué costaba enviar a la Oficina Nacional del Servicio Civil esa ampliación sumarial que hizo 
el Directorio. Por otra parte, si este Directorio cuenta con una oficina jurídica que aconseja determinadas 
cosas, por qué se le hace caso a algunos y a otros no y para qué está Jurídica. Es como ocurre en el 
Parlamento: está el Parlamento, pero algunos estamos pintados porque a veces presentamos algunas cosas y 
ni siquiera somos escuchados. Pero, bueno, creemos que si se tiene una oficina jurídica con los 
conocimientos necesarios, es para algo. Quizás el Director de jurídica, el señor Caviglia, quien aconseja 
determinadas cosas, apoya a la Directora Sotelo y dice que se deberían tener en cuenta por parte del 
Directorio los antecedentes de los funcionarios, debió haber estado hoy aquí. Me parece que este Director 
está como el apellido del Presidente de la Cámara y lo digo solamente por el apellido porque en lo personal 
no creo que el Presidente estará pintado sino que hará una muy buena labor. Resumiendo, creo que este 
Director está realmente pintado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicitamos a la señora Diputada que se ajuste al tema y a los criterios de 
esta Comisión. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Creo que nunca me fui del tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero preguntar si los hechos narrados van a pasar a la Justicia. 


Me voy con una preocupación. El asesor jurídico, que presta servicios como abogado, hace una aseveración 
que figura en la página 3 de la versión taquigráfica de la sesión a la que concurrió el sindicato. Dice así: 
"Realiza la ampliación sumarial, no nos da visa de ello, diligencia nueva prueba, toma ocho declaraciones 
más y agrega documentos. No solo no nos da vista de esas actuaciones sino que ni siquiera nos dice que 
comparezcamos a esas actuaciones. Se tomaron declaraciones a ocho menores y nosotros no estuvimos 
presentes. Se agregaron ocho informes que nosotros no vimos. Cuando se nos remite el expediente para 
evacuar nuestra vista decimos que nuevamente es nulo [...]". 


Me quedó muy claro lo que el señor Presidente de INAU manifestó, y creo que ha leído directamente del 
informe del sumario y del expediente que está a la vista de la Comisión y que trajo el Directorio. 


Por último, creo que se informó -pero no me quedó claro- que uno de los tres hoy destituidos estaría privado 
de libertad. Quisiera saber si eso es así. De serlo, quisiera saber desde cuándo está privado de libertad. 


SEÑOR GIORGLI.- Una aclaración con relación a la intervención de la señora Diputada Etcheverry. 


Yo no voy a discutir sus sentimientos y sus intuiciones. Simplemente voy a decir que creo que de la lectura 
que hice -que no voy a repetir porque sería demasiado pesado- surge bastante claro que la opinión de Jurídica 
en todos los casos es conteste en que quedaron plenamente probados los hechos y la responsabilidad de estos 
tres funcionarios. En todos los casos es falta grave: en dos de los casos se plantea la máxima sanción, o sea la 
destitución, y en otros dos se plantean suspensiones de cinco y de seis meses, que es el escalón inmediato 
inferior; el máximo que se puede suspender son seis meses. Además, en el informe se establece a texto 
expreso que la decisión final está a cargo el Directorio. O sea que acá no hay desconocimiento del 
asesoramiento de Jurídica. Para nada. 


Creo que hay que tener en cuenta que la ampliación sumarial es la que cambia el carácter de la prueba. Si 
nosotros nos seguimos manejando con lo previo, con la primera etapa, seguramente vamos a encontrar que 
las pruebas no son suficientes, pero la ampliación sumarial es el argumento básico por el cual se procede a la 
destitución. 


Nosotros vamos a pasar a la Justicia estas ampliaciones. Vamos a pedir el retiro del archivo de la causa en el 
Juzgado correspondiente en función de los nuevos aportes. 


Lo que planteó aquí el doctor Williman fue que no pudo participar de las entrevistas a los jóvenes, pero dos 
párrafos más abajo él mismo dice que decidieron participar de la reconstrucción de las mismas. En el 
expediente figura -lo leí hace unos minutos- una nota del doctor Williman en la que dice que estuvo presente 
en determinadas tomas de declaraciones, que no va a poder quedarse por razones laborales, que además estos 
muchachos están mintiendo y los demás también van a mentir, por lo que no quiere seguir participando. Aquí 
hay una cuestión voluntaria -lo pone a texto expreso- por la cual se abstiene de participar de algunas de las 
entrevistas. Es más... 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Primero no lo convocan. 


SEÑOR GIORGI.- ¿Cómo que no se lo convocó? En el expediente hay una suspensión de una 
entrevista que había sido coordinada con la Dirección Nacional de Cárceles, con todo lo que eso 
implica, porque el doctor Williman a último momento avisa que no puede concurrir. Se suspende todo 
y se espera a que pueda ir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros estamos adjuntando fotocopia de todo lo que usted ha 
manifestado, lo que va a agregarse a la versión taquigráfica. Inclusive, solicitamos contar con este 
último informe en el que figura la voluntad manifiesta del doctor Williman de no comparecer. La idea 
es que esto quede como información ampliatoria. 


SEÑOR GIORGL.- Días pasados nos llegó la notificación de que el señor Daniel Aníbal Núñez Díaz, de 
40 años de edad, funcionario del INAU -todavía no estaba registrado como ex funcionario-, fue 
procesado con prisión por lesiones personales en el Juzgado de 12” Turno. Está en Cárcel Central desde 
el 4 de enero y además, confirmando esto con la Dirección Nacional de Cárceles, debió ser trasladado 


de celda porque agredió a su compañero de celda, otro ex funcionario del INAU que se encuentra 
procesado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del Directorio del INAU y sus aportes. Les 
haremos llegar la versión taquigráfica apenas esté pronta. Evidentemente, todo lo volcado será de 
insumo para la Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


